










40. Desde que se acepta la distinción propuesta entre
obligaciones no sujetas a contramedidas y contramedidas
prohibidas, del análisis se desprende que el problema del
respeto de los derechos humanos pertenece al ámbito de
aplicación del artículo 50 y no al del artículo 47 bis.

41. El Relator Especial admite que la aproximación en
el apartado b del artículo 50 de los derechos de terceros
y de los derechos humanos fundamentales puede parecer
un exceso de «derechos de humanismo», ya que equiva-
le a considerar a los beneficiarios de los derechos huma-
nos como terceros respecto del Estado. El problema es
que parece extraño dedicar un párrafo distinto a los dere-
chos humanos, ya que éstos son precisamente derechos
de terceros con relación a la obligación interestatal que
está sujeta a las contramedidas. Por tanto, la solución
sería desdoblar el apartado b en dos apartados, uno rela-
tivo a los derechos de terceros Estados y otro relativo a
los derechos humanos. Esto dejaría de lado la posibilidad
de un ataque a los derechos de entidades distintas de los
terceros Estados, pero este aspecto podría tratarse en 
el comentario.

42. El Sr. SIMMA dice que está dispuesto a acoger
favorablemente la idea de dividir el apartado b del artícu-
lo 50 en dos partes, una relativa a los derechos de 
terceros y la otra relativa a los derechos humanos funda-
mentales. No obstante, subraya el riesgo que entrañaría
«privatizar» en cierto modo las obligaciones relativas a
los derechos humanos presentándolas como obligaciones
que no son debidas a los Estados. A su juicio, las obliga-
ciones relativas a derechos humanos, en particular las
enunciadas en las convenciones, tienen una doble natura-
leza: son obligaciones que existen entre los Estados par-
tes y que justifican, de la misma manera que otras
obligaciones en caso de violación, el ejercicio de contra-
medidas. Este aspecto es importante y no debe ocultarse
por el otro aspecto de los derechos humanos, destacado
en particular por el Tribunal Europeo de Derechos Hu-
manos, a saber: que las obligaciones dimanantes de trata-
dos no son sólo obligaciones entre los Estados sino
también, y quizá en primer lugar, obligaciones para con
las personas.

43. El Sr. Simma piensa, por tanto, que no sería ilógico
insertar en el artículo 47 bis un apartado que prevea,
como lo hace el proyecto adoptado en primera lectura, la
exclusión del ámbito de las contramedidas de las obliga-
ciones relativas a los derechos humanos.

44. El Sr. Sreenivasa RAO piensa que la distinción en-
tre la protección de los derechos humanos en el contexto
de las represalias y la protección de los derechos huma-
nos en general es prudente hasta cierto punto. Si se con-
sidera la protección de los derechos humanos en el
contexto de obligaciones de conflicto armado, es preciso
reconocer que se trata en realidad de la protección de
civiles inocentes. Si se parte de la perspectiva del Estado
que es objeto de contramedidas y, por tanto, de un ataque
del que debe protegerse, cabe admitir que éste suspenda
el ejercicio de un gran número de derechos humanos en
el marco de un estado de excepción. La suspensión de
algunos de esos derechos puede no tener grandes conse-
cuencias en el plano de la responsabilidad de los Estados.
Pero ¿qué hacer con el caso en que, como ocurrió duran-
te la segunda guerra mundial, se proceda a redadas de

importantes grupos e individuos para ponerles en campos
de concentración? Es difícil separar la cuestión de los
derechos humanos de las situaciones de conflicto arma-
do. Además, los tiempos cambian y los derechos conside-
rados como derechos humanos fundamentales son cada
vez más numerosos. Habría que prever que tanto el Es-
tado afectado como el Estado autor de las contramedidas
estén obligados a proteger los derechos fundamentales.
Desde esta perspectiva, la distinción entre el artículo 47
bis y el artículo 50 perdería mucha importancia.

45. El Sr. CRAWFORD (Relator Especial) responde al
Sr. Sreenivasa Rao que naturalmente deben defenderse
los derechos humanos sin concesiones y que las disposi-
ciones que prevén suspensiones en situaciones de excep-
ción forman parte del régimen de los derechos humanos.
Es por el rasero de estas disposiciones por el que hay que
examinar el internamiento de personas durante conflictos
armados y esto no pertenece al derecho de las contrame-
didas.

46. En cuanto a lo dicho por el Sr. Simma, el problema
es que si se coloca en el artículo 47 bis la protección
general de los derechos humanos, se elude el problema
mucho más importante del artículo 50. En efecto, si las
contramedidas acarrean violaciones de los derechos
humanos, esto no se debe a represalias ejercidas contra
individuos sino a los sufrimientos humanos que las
acompañan, que pueden ser muy graves. Por esta razón,
es de máxima importancia advertir a los Estados que si
bien pueden establecer embargos o congelar cuentas ban-
carias, ciertos derechos individuales deben mantenerse, a
reserva naturalmente de ciertas derogaciones. De ello se
desprende que si se tiene la opción de un trato más limi-
tado del artículo 47 bis en lo que concierne a los proble-
mas clásicos de represalias y de una protección más
amplia en el artículo 50, se hace más por los derechos
humanos que siguiendo la línea propuesta por el Sr.
Simma.

47. El Sr. GALICKI señala que el artículo 50 adoptado
en primera lectura reunía elementos que anteriormente se
dividían entre el artículo 47 bis y el artículo 50. Quizá
convendría rectificar esta separación en cierta medida
para evitar repeticiones u omisiones. Como se ha dicho,
se habla en el apartado d del artículo 47 bis de obligacio-
nes de carácter humanitario. Esta diferencia de termino-
logía debería tomarse en consideración. Algunos
participantes en el debate han considerado que esta
noción se refería también a los derechos humanos.
Convendría unificar la terminología y saber si debe
hablarse de derecho humanitario o de normativas de los
derechos humanos, como en el artículo 50. Será preciso
que el Comité de Redacción reflexione sobre este punto.
Se observan también las consecuencias de la separación
introducida a partir del proyecto de artículo 50 adoptado
en primera lectura en una comparación del apartado a del
artículo 47 bis y del apartado a del artículo 50. Este pro-
cedimiento de separación debería reexaminarse con cui-
dado una vez más.

48. El Sr. SIMMA aboga por mantener la distinción
establecida entre el artículo 47 bis y el artículo 50. En el
supuesto en que un Estado adopte contramedidas econó-
micas respecto de otro Estado, las obligaciones que no
pueden suspenderse en el sentido del artículo 47 bis se-
rían las obligaciones nacidas de un acuerdo comercial o
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el Sr. Lukashuk y el Sr. Simma: los seres humanos no son
objetos de derecho de los derechos humanos sino que son
precisamente partes en la obligación y no son en absolu-
to terceros. No está seguro de que dividir en dos el apar-
tado b del artículo 50 baste para responder a sus pre-
ocupaciones.

58. Por otra parte, el artículo 48 recoge el progreso más
espectacular y más neto resultante de las proposiciones
del Relator Especial con relación al texto adoptado en
primera lectura. Este último reposa en la creencia inge-
nua según la cual los excesos que con frecuencia conlle-
van las contramedidas resultarían limitados por un
recurso hipotético al arbitraje obligatorio previsto en la
tercera parte. Al remitir así todo a un mecanismo irrealis-
ta, y evidentemente inaceptable para una inmensa mayo-
ría de Estados, se viene a descuidar las limitaciones de
fondo necesarias para canalizar la «justicia privada» que
son las contramedidas. El Relator Especial propone con
razón abandonar esta idea extraña, esta especie de opio
de los miembros de la Comisión que quieren creer que la
sociedad internacional es idéntica a la sociedad nacional
o que hay que aproximarla a ésta a marchas forzadas.

59. En cambio, parece imperativo preservar el gran
progreso logrado en el texto adoptado en primera lectura,
que consistió en subordinar la posibilidad de adoptar con-
tramedidas al fracaso de las negociaciones conducidas de
buena fe en un plazo razonable. El Sr. Pellet reconoce
que el párrafo 3 del artículo 48 propuesto por el Relator
Especial retoma esta idea. No obstante, lamenta que la
secuencia lógica entre este párrafo 3 y el apartado c del
párrafo 1, que se refiere a la obligación de aceptar nego-
ciar de buena fe, sea interrumpida por el párrafo 2, que el
orador preferiría ver relegado al final del artículo. Las
medidas provisionales que se prevén en el mismo deben
aparecer como lo que son, a saber: excepciones a la pro-
hibición de tomar contramedidas antes de que se haya
ensayado la vía de la negociación. Su carácter excepcio-
nal debería señalarse más y, a la expresión «que sean
necesarias», el Sr. Pellet preferiría una expresión más
firme como «que resulten» o que sean «indispensables».
En cambio, piensa que el Relator Especial tiene razón en
eliminar la ambigüedad que resultaba de la mención de
las «medidas conservatorias», incluso si debe entenderse
naturalmente que se trata de la misma idea. Es cierto que
podía pensarse en las medidas conservatorias de orden
judicial internacional; ahora bien, no es la misma cosa.

60. Volviendo a la secuencia de los párrafos 1 y 2, le
parece también al Sr. Pellet que el apartado b es prema-
turo en el lugar en el que se le ha colocado y que es dema-
siado rígido exigir al Estado lesionado que notifique las
contramedidas que se propone adoptar antes del comien-
zo de las negociaciones. El orden lógico y práctico debe-
ría ser el siguiente: primero, una petición motivada de
reparación; segundo, una negociación de buena fe y qui-
zás no sea necesario prever una obligación distinta de
aceptar negociar, porque el Estado que contempla adop-
tar contramedidas no debe solamente «acceder a nego-
ciar», debe proponerlo; tercero, la notificación de las
contramedidas previstas que pueden ajustarse legítima-
mente en función de la negociación. Esto entraría dentro
de la lógica de la mención, demasiado estrecha, de la exi-
gencia de la necesidad de las contramedidas a la luz de la

respuesta del Estado responsable a la petición del Estado
lesionado que figura al final del párrafo 1 del artículo 47.

61. En cuanto al párrafo 4 (que podría convertirse en
párrafo 3 o pasar también antes del párrafo 2), no plantea
problema en principio y, en todo caso, parece estar redac-
tado en forma flexible y aceptable.

62. En cambio, el Sr. Pellet se opone enérgicamente a
la alternativa que figura en la nota correspondiente al
nuevo artículo 48, que suprime el logro principal del pro-
yecto adoptado en primera lectura: la obligación —en
principio previa— de negociar.

63. La proporcionalidad de que trata el artículo 49 es
una noción indispensable y el Sr. Pellet se congratula de
que el Relator Especial haya sustituido la palabra «o»
después de «gravedad del hecho internacionalmente ilíci-
to» por la palabra «y» que figura en el proyecto de ar-
tículo adoptado en primera lectura. Como el Sr. Simma,
considera también que la proporcionalidad pura y simple
a la que propone volver el Relator Especial es infinita-
mente preferible a la formulación negativa «despropor-
cionada» del texto adoptado en primera lectura.

64. Como se propone examinar conjuntamente los artí-
culos 47 bis y 50, el Sr. Pellet destaca que en el párrafo
334 de su informe el Relator Especial dice que la distin-
ción que él opera entre las obligaciones que no pueden
ser suspendidas mediante contramedidas y las obligacio-
nes que deben respetarse al adoptar este tipo de medidas
introduce una aclaración. En este caso, el Relator
Especial hace gala de un cartesianismo excesivo. Si, en lo
abstracto, el Sr. Pellet comprende la distinción que tiene
en mente el Relator Especial entre el objeto de las contra-
medidas, por una parte, y sus efectos, por la otra, com-
prende mal su aplicación en los artículos 47 bis y 50. Si
se redacta el apartado a del artículo 50 de una forma lige-
ramente diferente, pero que equivale estrictamente a lo
mismo en cuanto al fondo, diciendo, por ejemplo, que la
obligación de no atentar contra la integridad territorial de
otros Estados no puede limitarse mediante contramedi-
das, se llega a «una obligación no sujeta a contramedi-
das», es decir, una obligación que pertenece al artículo 47
bis. Lo mismo sucede si se habla del deber de no injeren-
cia. En cuanto al apartado b del artículo 50, del que ya ha
hablado, el Sr. Pellet debe agregar que, pese a las expli-
caciones dadas en los párrafos 340 y 341, no llega a com-
prender en qué se diferencia el respeto de los derechos
humanos fundamentales de las obligaciones de carácter
humanitario que figuran en el artículo 47 bis.

65. En todo caso, parece prudente volver a un artículo
50 único relativo a las contramedidas prohibidas. El 
Sr. Pellet comparte en esto las opiniones del Sr. Galicki,
pese al vehemente alegato del Sr. Simma.

66. Es inútil lanzarse a un debate punto por punto de las
siete contramedidas prohibidas que figuran en los artícu-
los 47 bis y 50. Para el Sr. Pellet bastaría en efecto con
mencionar la prohibición del recurso a la fuerza de con-
formidad con la Carta de las Naciones Unidas y la obli-
gación de no atentar contra las normas imperativas de
derecho internacional general, pero indicando en el
comentario que se ha cuestionado el carácter imperativo
de determinadas obligaciones (en particular las relativas
a la inviolabilidad de los diplomáticos). Dicho esto, la
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propia CIJ ha visto en ello «obligaciones imperativas» en
su providencia relativa al asunto Personnel diplomatique
et consulaire des États-Unis à Téhéran [pág. 20, párr.
41]. Análogamente, ha calificado de «obligaciones
intransgredibles» las obligaciones humanitarias previstas
en el apartado d del artículo 47 bis en la opinión consul-
tiva sobre el caso Licéité de la menace ou de l’emploi 
d’armes nucléaires [pág. 257, párr. 79]. Sobre este punto,
el Sr. Pellet está de acuerdo con el Sr. Simma, quien con-
sidera que no hay razón para distinguir entre las obliga-
ciones de carácter humanitario y respeto de los derechos
humanos, y coincide también con el Sr. Simma sobre lo
que ha dicho en lo que concierne a los derechos humanos
fundamentales y a la limitación necesaria del artículo 47
bis y del artículo 50 a tales derechos fundamentales. Sin
duda, cabe decir lo mismo del principio de la integridad
territorial y quizá también del principio de no injerencia.
No quedaría más que la obligación relativa a la solución
de controversias mediante tercero, pero el párrafo 4 del
artículo 48 parece cubrir el supuesto principal. Es cierto
que este párrafo no abarca exactamente el apartado c del
artículo 47 bis, pero no está seguro de que sea necesario
ese añadido que se referiría a supuestos marginales.

67. En todo caso, si bien el Sr. Pellet no tiene nada 
en contra del contenido de la larga enumeración de 
los artículos 47 bis y 50, se alza, como ya lo hizo duran-
te el debate en primera lectura, contra el procedimiento
mismo de la enumeración, probablemente no exhaustiva.
Nunca se está seguro de no olvidar nada y puesto que 
se hace referencia al jus cogens en el apartado e del 
artículo 47 bis, por lo menos hay que dejar que éste cum-
pla su función.

68. Abordando el artículo 50 bis, el Sr. Pellet dice que
es favorable a su inserción en el proyecto y piensa que es
una buena idea prever que las contramedidas deben cesar
cuando las circunstancias que las justifican hayan cesado.

69. Por tanto, el párrafo 3 del artículo 50 bis no plantea
problemas. En cambio, el párrafo 2 no es necesario. Por
una parte, plantea numerosos problemas de redacción:
por ejemplo, al Sr. Pellet no le entusiasma la expresión
«podría reanudarse», que es una especie de eco atenuado
del comienzo del artículo 47, y el orador expresa lo mal
que le parece esta formulación. Por otra parte, ni la pala-
bra «requerimiento» ni la palabra «mandamiento» pare-
cen satisfactorias. Por último, la precisión «de buena fe»
no lo es más. El Comité de Redacción podría remediar
todo esto pero, por otra parte, estas precisiones parecen
superfluas, y podrían colocarse muy bien en el comenta-
rio, de ser posible con algunos ejemplos concretos. Estas
son las consecuencias implícitas pero concretas del párra-
fo 1. Por otra parte, esta disposición es tan inútil que 
el Sr. Pellet no es partidario de que se remita al Comité
de Redacción.

70. No sucede lo mismo con el párrafo 1, que puede
remitirse al Comité de Redacción. No obstante, el 
Sr. Pellet se pregunta si la palabra «mandamientos» que
figura en el apartado b es apropiada y piensa que cabría
contentarse con referirse a los órganos o a los tribunales
u órganos competentes para dictar decisiones obligatorias
para las partes.

71. Por otra parte, este apartado b plantea dos cuestio-
nes: la primera es la de saber si se refiere también a las
decisiones adoptadas por el Consejo de Seguridad en vir-
tud del Artículo 25 de la Carta de las Naciones Unidas. El
Sr. Pellet supone que sí, pero, si es así, habría que decir-
lo y explicarlo en el comentario. Por lo demás, esto plan-
tea problemas jurídicos interesantes en lo que concierne
al asunto Lockerbie.

72. En segundo lugar, ¿este apartado b se refiere a las
providencias de la CIJ o de otro tribunal que indiquen
medidas conservatorias? Esto debería ciertamente ser así,
pero no es lo que dice el texto propuesto. Para el Sr.
Pellet, esas providencias de la Corte no constituyen deci-
siones obligatorias y mucho menos mandamientos; quizá
se trata de mandamientos en el sentido del párrafo 2, pero
si es así, los párrafos 1 y 2 no se corresponden entre sí.

73. En cuanto al artículo 30, el Sr. Pellet no ve incon-
veniente en el texto que propone el Relator Especial en el
párrafo 362 de su informe, que al contrario marca un pro-
greso con relación a la redacción anterior merced a la
expresión añadida dans la mesure où. Dicho esto, se pre-
gunta si esta disposición es necesaria. Su inclusión en la
primera parte establece una ambigüedad que inquietó a
algunos miembros de la Comisión el período de sesiones
precedente, ya que las contramedidas parecen a la vez
como una circunstancia que excluye la ilicitud y como
consecuencias de la responsabilidad. Este «desdobla-
miento de la personalidad» jurídica de la noción no es
útil. Naturalmente, en abstracto cabe ver en las contrame-
didas una circunstancia que excluye la ilicitud, pero lo
mismo sucede con otras instituciones jurídicas, por ejem-
plo una decisión del Consejo de Seguridad que imponga
a los Estados la toma de medidas contrarias a algunas de
sus obligaciones, lo que el Consejo puede hacer dentro de
ciertos límites, y lo mismo sucede también, o puede suce-
der, con el consentimiento en la ilicitud o la excepción
non adimpleti contractus, excepción que, prudentemente,
el Relator Especial ha decidido no mencionar en el pro-
yecto. El Sr. Pellet cree que ha tenido razón en hacerlo
por las mismas razones que le hacen pensar que no es útil
ni deseable mencionar las contramedidas en la primera
parte, tanto más cuanto que, estrictamente hablando, no
es la contramedida la que excluye la ilicitud sino la ilici-
tud del hecho inicial atribuible al Estado responsable. De
hecho, es la primera ilicitud la que excusa a la segunda y
no la contramedida en cuanto tal. Ahí hay una falta de
lógica. El artículo 30 no es necesario y los artículos 47
bis a 50 bis se bastan por sí mismos.

74. En resumen, el Sr. Pellet dice que es partidario de
remitir el conjunto de los proyectos de artículos al exa-
men del Comité de Redacción, con excepción del párra-
fo 2 del artículo 50 bis y del artículo 30. Además desea
ardientemente: primero, que se remodele el artículo 47 a
fin de evitar que las contramedidas aparezcan como un
derecho; segundo, que el artículo 47 bis absorba el artí-
culo 50 y que la lista de los casos previstos por estas dos
disposiciones se reduzca considerablemente y, tercero,
que la separación entre el régimen general de las contra-
medidas y la solución de controversias se mantenga 
firmemente. Todo lo demás es cuestión de ajustes de
redacción.






